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  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura:
	22-10-13, 11:08 a.m

	Imputados: 
	María Amanda Gómez de Loaiza, William Loaiza Gómez, Wilmer Loaiza Gómez, Darnelly Loaiza Gómez, Yudy Loaiza Gómez, Fabio García Cardona, y José Arón Gómez López

	Delitos:
	Concierto para delinquir agravado, tráfico de estupefacientes, destinación ilícita de inmuebles y porte de armas de fuego

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito Especializado de Armenia (Qdío.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia del 04-10-12. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Dan cuenta los registros, que mediante oficio suscrito por el Contralor Municipal de Pereira (Rda.) se dio traslado a la Fiscalía General de la Nación de una comunicación anónima por medio de la cual se expresa vía INTERNET -página WEB de la Contraloría-, que en la localidad de Santa Rosa de Cabal, sector conocido como “La Horqueta”, se venía presentando desde hace varios años una problemática de inseguridad y violencia, situación promovida por la FAMILIA LOAIZA cuyos integrantes se dedican en forma organizada al almacenamiento y distribución de sustancias estupefacientes, situación que ha generado la frecuente visita a estos sectores de personas consumidoras de alucinógenos. Se señalan como miembros del citado grupo a la señora MARÍA AMANDA GÓMEZ y sus hijos WILLIAM, WILMER, DARNELLY, YUDY, BRAYAN y WILLIAM DAVID, al igual que otros personajes como JOSÉ ARÓN, y alias “maní”. Refiere el escrito igualmente, que estas personas además del tráfico y consumo de sustancias tóxicas, se dedican al porte de armas, hurtos y homicidios.
1.2.- Ante el no allanamiento unilateral a los cargos, el 06-08-10 la Fiscalía Segunda Especializada de la ciudad de Pereira presentó escrito de acusación contra MARÍA AMANDA GÓMEZ, WILLIAM LOAIZA GÓMEZ, WILMER LOAIZA GÓMEZ, DARNELLY LOAIZA GÓMEZ, YUDY LOAIZA GÓMEZ, FABIO GARCÍA CARDONA, JOSÉ ARÓN GÓMEZ LÓPEZ, CLAUDIA LORENA CARDONA CARDONA, JUAN DAVID GARCÍA CARDONA, WILLIAM DAVID LOAIZA GÓMEZ, SERGIO GONZÁLEZ LAITON y DIANA MARCELA GIRALDO MONTOYA, por los delitos de concierto para delinquir agravado, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, destinación ilícita de inmuebles y porte ilegal de armas de fuego.
Efectuadas las audiencias de formulación de acusación (30-08-10) y preparatoria (12-10-10), en desarrollo del juicio oral los acusados CLAUDIA LORENA CARDONA CARDONA, JUAN DAVID GARCÍA CARDONA, SERGIO GONZÁLEZ LAITON y DIANA MARCELA GIRALDO MONTOYA, suscribieron una negociación preacordada con la Fiscalía, la que al ser aprobada dio lugar a la ruptura de la unidad procesal para que se tramitara por cuerda separada el juicio respecto de: MARÍA AMANDA GÓMEZ DE LOAIZA, WILLIAM LOAIZA GÓMEZ, WILMER LOAIZA GÓMEZ, DARNELLY LOAIZA GÓMEZ, YUDY LOAIZA GÓMEZ, FABIO GARCÍA CARDONA y JOSÉ ARÓN GÓMEZ LÓPEZ.
1.3.- Luego de aceptarse el impedimento presentado por el Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, el desarrollo de la audiencia de juicio oral continuó ante el Juzgado de igual categoría de Armenia (Qdío.) (04-05-11, 14-05-12,16-07-12, 28-08-12, 29-08-12, 03-09-12, 11-09-12, 12-09-12, y 13-09-12, al cabo del cual se anunció un sentido del fallo de carácter condenatorio, en el que a su vez se absolvió por algunos de los delitos contenidos en el pliego acusatorio, del que se dio lectura (04-10-12), con el siguiente resultado: 
- MARÍA AMANDA GÓMEZ DE LOAIZA condenada a la pena principal de 11 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 3.006 s.m.l.m.v., como coautora del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de tráfico de estupefacientes y destinación ilícita de inmuebles. Se absuelve por el punible de porte de armas. 

- DARNELLY LOAIZA GÓMEZ condenada a la pena principal de 10 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 3.003 s.m.l.m.v., como coautora del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de destinación ilícita de inmuebles. Se absuelve por los punibles de tráfico de estupefacientes  y porte de armas. 
- YUDY LOAIZA GÓMEZ condenada a la pena principal de 8 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 2.700 s.m.l.m.v., como coautora del delito de concierto para delinquir agravado. Se absuelve por los punibles de tráfico de estupefacientes, porte de armas  y destinación ilícita de inmuebles. 
- WILLIAM LOAIZA GÓMEZ condenado a la pena principal de 10 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, multa de 3.003 s.m.l.m.v., como coautor del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de destinación ilícita de inmuebles. Se absuelve por los punibles de tráfico de estupefacientes  y porte de armas. 
- WILMER LOAIZA GÓMEZ condenado a la pena principal de 10 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 3.003 s.m.l.m.v., como coautor del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de destinación ilícita de inmuebles. Igualmente se absuelve por los punibles de tráfico de estupefacientes  y porte de armas. 

- JOSÉ ARON GÓMEZ LÓPEZ condenado a la pena principal de 11 años de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 3.006 s.m.l.m.v., como coautor del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de tráfico de estupefacientes y destinación ilícita de inmuebles. Se absuelve por el punible de porte de armas. 
- FABIO GARCÍA CARDONA condenado a la pena principal de 9 años y 6 meses de prisión, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso, y multa de 2.710 s.m.l.m.v., como coautor del delito de concierto para delinquir agravado en concurso con el de tráfico, fabricación de estupefacientes. Igualmente absuelto por los punibles de porte de armas  y destinación ilícita de inmuebles. 
1.4.- La representante de la Fiscalía y los defensores no estuvieron de acuerdo con esa decisión y la impugnaron, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Debate
2.1.- Fiscalía -recurrente-
Pese a haber interpuesto recurso no lo sustentó dentro del término oportuno; posteriormente presentó escrito en el que manifestó expresamente su desistimiento.
2.2.- Defensor de YUDY LOAIZA GÓMEZ, DARNELLY LOAIZA GÓMEZ y WILMER LOAIZA GÓMEZ -recurrente-
Solicita se revoque la sentencia adoptada por la primera instancia, y en su lugar se profiera una decisión de carácter absolutorio para sus representados, a cuyo efecto argumenta:
No se encuentra demostrada la certeza que se requiere para condenar, por tanto, la duda debe resolverse a favor de los acusados en virtud de la presunción de inocencia que les asiste, toda vez que los mismos no son responsables a título de dolo de las graves conductas que les fueron endilgadas.
Si bien es cierto el artículo 242 del Código de Procedimiento Penal autoriza la participación del agente encubierto en operaciones con transcendencia jurídica, como ocurrió en el presente evento, también lo es que dicho procedimiento debe ceñirse a lo establecido en la citada norma, de conformidad con la cual corresponde al fiscal ordenar una operación especial por parte de la Policía Judicial para la recolección de elementos materiales probatorios y evidencia física que aquél encuentre, lo que aquí no sucedió, ya que la misma la hizo el agente encubierto sin estar facultado para ello.

La resolución No. 00218 emitida por el Director Seccional de Fiscalías de Pereira otorgó la autorización para que el agente encubierto iniciara labores a partir del 30-06-10, no obstante, ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ, testigo de la Fiscalía que desempeñó esa actividad, actuó desde antes, tal como lo reconoció en el contrainterrogatorio, situación que afecta el debido proceso y que fue echada de menos por el juez a quo al momento de valorar su declaración, a la que le dio total credibilidad; por ello solicita que el Tribunal se pronuncie al respecto y descarte de plano la actuación realizada por él, al igual que sus manifestaciones.
Para el juzgador de instancia el sustento de la responsabilidad penal de sus defendidos fue el testimonio de LÓPEZ GONZÁLEZ, el cual incurrió en contradicciones y mostró sus mezquinos intereses y los de su señora madre, en implicar un gran número de personas, en lo que ellos denominan organización criminal.
La credibilidad del testimonio de LÓPEZ GONZÁLEZ se impugnó en los términos del artículo 403 del C.P.P., toda vez que tenía interés en las resultas del proceso, y se demostró que mintió en lo referente a los “famosos” 5 gramos de cocaína, los cuales admitió haber reclamado en nombre de WILLIAM LOAIZA GÓMEZ para satisfacer sus deseos de consumo. Adicionalmente, no resulta lógico que si por esa sustancia fue amenazado de muerte -según aseguró- dos años después decidiera acudir a la justicia, supuestamente por seguridad, cuando lo cierto es que fue “reclutado” por los investigadores del CTI para ser agente encubierto.
Se dijo en la sentencia que todos los procesados pertenecen al referido grupo criminal dedicado a la distribución de sustancias estupefacientes, del cual no se pudo establecer quién estaba al mando. No importó que en la filmación realizada no se apreciara en un 99% lo que se dice, que las imágenes no fueran nítidas, que el testigo estuviera consumiendo droga, y que únicamente se observara a DARNELLY LOAIZA GÓMEZ sacando unas personas que estaban allí. 

No comparte que YUDY LOAIZA GÓMEZ, la menor del clan, hubiese sido vinculada como “campanera”, máxime que la prueba de descargo demostró que ella se dedicaba a actividades de comercio; incluso, en el caso hipotético de que se hubiere acreditado su colaboración en la citada organización, su participación habría sido en calidad de cómplice y no de coautora.
2.3.- Defensor de MARÍA AMANDA GÓMEZ DE LOAIZA y WILLIAM LOAIZA GÓMEZ -recurrente-
De lo consignado en el escrito de sustentación se infiere que su solicitud está encaminada a la exoneración de responsabilidad de sus prohijados. De sus manifestaciones se extracta lo siguiente:

Impugnó en el juicio las actividades realizadas por el agente encubierto, ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ, al igual que su testimonio y el de su señora madre, CARMEN ROSA GONZÁLEZ, quien lo acompañó a realizar esas labores. Esa impugnación se fundó en que éstos recibían ayuda económica por parte del Estado, y por ello faltaron a la verdad al declarar lo mismo que se dijo en la denuncia anónima, argumento que no fue de recibo para el juez de primera instancia, toda vez que concluyó que solo pretendían colaborar con la justicia.

LÓPEZ GONZÁLEZ actuó como agente encubierto bajo los efectos de sustancias alucinógenas, tal como él mismo lo reconoció en su declaración. No podría decirse entonces que tenía a plenitud sus sentidos, lo cual también se puede deducir de la localización del video, del enfoque de las imágenes y de los largos períodos en que se apuntaba a un sitio fijo que nada tenía que ver con la investigación.
El referido testigo dijo que en uno de los videos se observa a AMANDA vendiéndole sustancia estupefaciente, cuando en realidad está haciendo oficios en la cocina; en otro aseguró que estaba pendiente de un taxi a la entrada de su casa porque era campanera, pero es normal que las personas estén atentas de lo que sucede. El hecho de que se vea en la grabación a unos amigos de WILLIAM consumiendo estupefacientes, no significa que ese inmueble hubiese estado destinado a esa actividad.
Tanto LÓPEZ GONZÁLEZ como su señora madre manifestaron que temían por su vida debido a que pidieron una droga a nombre de WILLIAM donde otra persona que vendía; sin embargo, éste manifestó estar enterado de esa situación porque le fueron a cobrar, pero en ese momento aclaró que no tenía nada que ver con ello, entonces no existía ningún motivo para amenazarlos.
Adicionalmente, la Dirección Seccional de Fiscalías de esta ciudad autorizó las labores del agente encubierto a partir del 30 de junio, pero éste realizó operaciones desde un mes antes, como él mismo lo reconoció. No se sabe bajo qué modalidad, quién lo controló y dónde están los resultados. Si bien se facultó para realizar compra de estupefacientes, no se estableció que éste podía consumirlos, puesto que precisamente lo que le correspondía era proteger los derechos fundamentales de las personas que estaban allí y con ese comportamiento no protegió ni siquiera los suyos.

Se dijo que los LOAIZA manejaban el inmueble denominado “el fogón”, pero nunca se vio a ningún miembro de esa familia allí, ni se demostró la pluralidad de delitos realizados por ellos a efectos de que se configure el concierto para delinquir.

Lo único que vincula a WILLIAM LOAIZA GÓMEZ con los ilícitos por los que fue acusado, es la declaración de los dos testigos cuestionados que no son dignos de credibilidad. Él mismo confesó que es consumidor de alucinógenos, actividad que realiza en su casa acompañado de otras personas, lo cual no lo convierte en un delincuente.
Respecto a la señora MARÍA AMANDA, el mismo juez reconoce que de las imágenes  en las que ella se observa no puede deducirse venta o transacción directa, no se sabe entonces qué argumentos, diferentes a las citadas declaraciones, sirvieron para demostrar su responsabilidad en esos delitos.

Subsidiariamente pide que se redosifique la pena, se parta del mínimo para el concierto para delinquir agravado, y se realice un pequeño incremento por las demás conductas, toda vez que el estupefaciente incautado no supera los 3 gramos de base de cocaína. 
De igual manera solicita la concesión de la prisión domiciliaria para MARÍA AMANDA, debido a su edad -más de 65 años-, y a que padece de una enfermedad gástrica y problemas coronarios, los cuales le causan gran deterioro de su salud.
2.4.- Defensor de JOSÉ ARON GÓMEZ LÓPEZ y FABIO GARCÍA CARDONA -recurrente-
El apoderado de estos procesados presentó desistimiento del recurso de apelación, el cual fue aceptado por esta Sala en providencia del 14-11-12. 
3.- consideraciones
3.1.- Competencia
La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
De conformidad con el principio de limitación que orienta la actuación de segunda instancia, corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión de condena impuesta a los judicializados a favor de quienes se interpuso el recurso de apelación -la cual fue únicamente por algunos de los delitos endilgados por la Fiscalía- está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria respecto de esos punibles, tal como lo solicita la defensa.
3.3.- Solución a la controversia

De acuerdo con los argumentos planteados por los togados recurrentes, el principal motivo de censura se refiere a la actuación realizada por el agente encubierto, ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ, la recolección de los elementos materiales probatorios efectuada por éste, y la credibilidad de su testimonio, por lo que será el primer tema que abordará la Sala a efectos de tomar la decisión que en derecho corresponde.
En lo que tiene que ver con el tiempo durante el cual el agente encubierto llevó a cabo las labores que le fueron encomendadas por los investigadores del CTI, y si éste desbordó o no la autorización otorgada por el Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad para ejecutar esa labor, se trata de un asunto respecto del cual ya no hay lugar a hacer ninguna observación, no solo en virtud de la preclusividad de las etapas procesales y a que se trata de una actuación a la que el juez de control de garantías impartió legalidad, sino también porque sobre el tema ya se pronunció el juez de instancia y esta Colegiatura
 con ponencia de quien ahora ejerce igual función, en virtud de la solicitud que al respecto efectuaron algunos de los defensores durante el desarrollo del juicio oral. 
En esa oportunidad esta Sala confirmó la decisión que negó la exclusión probatoria de los medios de conocimiento obtenidos a través del agente encubierto -la cual nuevamente, aunque de una manera soslayada, se pide en esta ocasión-, y concluyó que la determinación adoptada por el juez de garantías era definitiva, ya que no estaban dadas las condiciones para que de manera excepcional el juez de conocimiento reabriera el debate para tomar una postura diferente, toda vez que en esa etapa preliminar tuvieron participación los defensores y el tema fue objeto de arduo debate. En el aparte pertinente esta Corporación indicó:
“[…] En conclusión: si el tema objeto de controversia ya surtió su correspondiente debate en las audiencias preliminares ante el juez de control de garantías y éste le dio su aval; si la Fiscalía obró con lealtad al enunciar y descubrir desde el escrito de acusación y en la audiencia de formulación de acusación lo relativo a la actividad del agente encubierto particular y en la audiencia preparatoria la parte interesada no hizo lo propio para intentar demostrar un vicio inherente a la legalidad o licitud de ese trabajo encubierto que pretende presentar el órgano persecutor como prueba de cargo, y por lo mismo el juez de conocimiento decretó su práctica sin objeción alguna; si no estamos en presencia de un vicio sobreviniente que pudiera llegar a formularse de manera excepcionalísima en el juicio oral; y si existen problemas de valoración que solo pueden ser tratados por el juez de instancia en el momento de proferir su sentencia, entonces la única decisión sana en lógica y ajustada a derecho, es la confirmación de la providencia que negó la exclusión pedida […]”
En esos términos, podría decirse que tampoco es procedente el reparo hecho por la defensa en relación a la recolección de elementos materiales probatorios por parte del agente encubierto, por cuanto los mismos fueron revestidos de legalidad por el juez de control de garantías y posteriormente incorporados como prueba; sin embargo, la Colegiatura considera que debe pronunciarse sobre el punto para precisar algunos aspectos.

El artículo 242 de la Ley 906 de 2004 establece claramente que los agentes encubiertos están facultados para “intervenir en el tráfico comercial, asumir obligaciones, ingresar y participar en reuniones en el lugar de trabajo o domicilio del indiciado o imputado y, si fuere necesario, adelantar transacciones con él”, y precisamente los elementos materiales probatorios que el señor ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ recolectó, los obtuvo a consecuencia de las transacciones que realizó con algunos de los acusados.
Bajo esas condiciones, no era oportuno que LÓPEZ GONZÁLEZ esperara a que se ordenara un procedimiento especial para la recolección de esos elementos, toda vez que eso podía poner en peligro no solo la evidencia sino también la misión que le había sido encomendada; por lo demás, éste si cumplió con lo que establece la citada norma sobre el deber de poner en conocimiento de la Fiscalía la existencia de información útil, lo cual hizo por intermedio de los investigadores, datos que sirvieron incluso como soporte para solicitar con posterioridad diligencias de registro y allanamiento en los inmuebles en los que actuó como agente encubierto.
Lo atinente a la impugnación de la credibilidad del testimonio de ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ, crítica extensiva a la declaración de la señora CARMEN ROSA GONZÁLEZ -madre de aquél-, y que se basa principalmente en que las manifestaciones de éstos no pueden ser creíbles debido a que su único interés era obtener un beneficio económico, es un argumento que en criterio de esta Colegiatura no puede ser de recibo, por cuanto se comparte lo expresado en ese sentido por el funcionario de primer nivel y para el efecto la Sala posee las siguientes consideraciones:
Quedó claro con lo expuesto en el juicio que si bien la idea de colaborar con la justicia surgió de los mismos testigos, la ayuda brindada por ellos no fue solamente con el propósito de obtener una suma de dinero sino principalmente de proteger sus vidas, por cuanto habían sido amenazados por parte de algunos de los aquí judicializados. Ahora, el hecho de recibir ayuda económica como contraprestación por esa información, es un acontecimiento que no puede dar lugar a concluir que mienten o pretendan perjudicar a determinadas personas. Lo uno no es una consecuencia necesaria de lo otro.

Los beneficios por colaboración eficaz se han instituido precisamente como mecanismos legal y constitucionalmente admisibles para combatir la impunidad y para lograr el desmantelamiento de bandas criminales. No en vano el asunto ya ha sido objeto de dilucidación jurisprudencial y al respecto se tiene: 

En una primera incursión sobre el tema, la Corte Constitucional en sentencia C-052/93 analizó el Decreto No. 1833 del 13-11-92 "Por el cual se expiden normas sobre concesión de beneficios por colaboración con la justicia", y concluyó que no infringía la Constitución porque:

“[…] el Estado está autorizado por razones de política criminal a conceder beneficios especiales a cambio de la colaboración de la ciudadanía para el esclarecimiento de hechos punibles y la determinación de la responsabilidad penal de los autores o partícipes de los mismos, máxime si son de los que conocen los jueces regionales, los cuales causan mayor impacto y repercusión en la situación de orden público que hoy atraviesa el país y es así como en ocasiones anteriores se han tomado medidas similares como por ejemplo la de establecer recompensas en favor de quienes informen sobre los autores de delitos, la rebaja de penas a quienes confiesen los hechos punibles que hubieren cometido, la reserva de la identidad de testigos, etc.

El interés estatal con la expedición de esta disposición, es entonces lograr el esclarecimiento de los hechos en forma pronta y acertada para que no queden impunes innumerables delitos que en razón a la falta de colaboración de los testigos, no es posible determinar el autor o partícipe de los mismos y que por esta circunstancia, la administración de justicia se ha visto perjudicada en su buen nombre y credibilidad por no haber podido condenar y castigar a los responsables de tantos hechos ilícitos que están ocurriendo a manos de las organizaciones de narcotraficantes y guerrilleros, y que están alterando en forma considerable el orden público interior.

[…]
Este es, entonces, un medio de obtener pruebas y de romper el anillo del silencio y de la complicidad que ahora protegen a los delincuentes que ya no son los pequeños y aislados agentes de una leve criminalidad sino verdaderas organizaciones que han asolado la sociedad civil, avasallando las defensas del Estado y puesto en grave peligro la estabilidad institucional misma, todo con una terrible alteración del orden público.

Es, ciertamente, doloroso y trágico que haya sido necesario recurrir a medidas de esta clase, que están tan distantes de los principios clásicos y de las instituciones tradicionales del derecho penal, pero que son, por un desgarrador sino - respuesta a una crisis aterradora”.
Más tarde, fue aún más allá en el análisis cuando en Sentencia C-683/96, al hacer estudio de exequibilidad a los artículos 1º del Decreto legislativo 1199 de 1987 -adoptado como legislación permanente por el artículo 1º del Decreto 2271 de 1991-; 1º del Decreto legislativo 2790 de 1990 -modificado por el Decreto legislativo 099 de 1991 en su artículo 64-, y 89 del Decreto legislativo 2110 de 1992, por medio de los cuales se estableció que: “Quien suministre a la autoridad informes que permitan hacer efectivo el cumplimiento de órdenes de captura dictadas con ocasión de la comisión de delitos en el territorio nacional o fuera de él, podrá ser beneficiario de una recompensa monetaria. Esta misma recompensa podrá ser reconocida a la persona que suministre informaciones y pruebas eficaces que fundamenten la responsabilidad penal o permitan hacerla extensiva a otras personas", el órgano de cierre en materia constitucional dijo:
“[…] el demandante que el sistema de delación consagrado en las disposiciones acusadas implica una táctica que procura que los ciudadanos se interesen en la publicidad, en las recompensas monetarias y sociales, con lo cual se contraría el principio de solidaridad como un deber constitucional, pues, en opinión del demandante, con ello se erosionan preceptos como el artículo 13, 47 y 95 de la Carta, pues ningún colombiano irá a colaborar con las autoridades, libremente o espontáneamente, sino buscando las recompensas, con lo cual se desdibuja la noción jurídica de la denuncia,  en virtud a que una cosa es informar o delatar a una persona por razones mercantilistas o de trueque, y, otra muy distinta denunciar un hecho punible a sus copartícipes y a sus autores, sin olvidar además que el acto procesal de la denuncia, implica su posterior ratificación con las formalidades previstas en las normas del Código de Procedimiento Penal.
[…]

No escapa al juicio de la Corte que siendo deber de todas las personas y de los ciudadanos apoyar a las autoridades, contribuir al logro y mantenimiento de la paz y colaborar al buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95 C.P.), pudiera, en principio, pensarse que la colaboración ciudadana deberá ser en todos los casos gratuita y desinteresada; empero, conviene insistir en la naturaleza excepcional de medidas tales como la recompensa que, de conformidad con lo advertido a lo largo de esta providencia, constituye un instrumento del que se vale el Estado con la finalidad de neutralizar los efectos nocivos para la paz social que se derivan de las actividades de organizaciones ubicadas  al margen de la ley, situación que justifica el ofrecimiento de un estímulo que, a la vez constituye compensación por el riesgo que asume la persona que de ese modo presta su ayuda a las autoridades.
En este orden de ideas es claro entonces que el Estado, en su legítimo derecho, puede establecer mecanismos como el sistema de las recompensas con el fin de mantener el orden y hacer del derecho una realidad de convivencia para los ciudadanos, es decir, las recompensas previstas en el artículo cuestionado en opinión de la Corte, responden a una necesidad legítima.  En consecuencia, el poder público, se justifica, en cuanto, mediante vías preventivas pretende proteger los derechos fundamentales y los principios  generales de un estado de derecho democrático, participativo, descentralizado y garantista de los derechos humanos[…]”.
Del mismo modo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema hizo un aporte en tan sensible tema en el caso radicado al número 33552, del 24-02-10, así:

“[…] En primer lugar, la premisa planteada por el censor carece de las notas características de generalidad y universalidad, consustanciales a las reglas de la experiencia, pues no puede afirmarse, como lo hace el demandante, que siempre que alguien declara condicionado a la obtención de beneficios por colaboración, mentirá en su testimonio […] ”.
En fin, si esas son las posturas decantadas a nivel nacional, no encuentra forma esta Colegiatura de restar mérito al testimonio de ALEJANDRO LÓPEZ GONZÁLEZ y CARMEN ROSA GONZÁLEZ con fundamento en que éstos reciben o recibieron por parte del Estado protección, vivienda y un ingreso económico mensual.
Desde luego, no se pasa inadvertido que el juez debe apreciar la prueba conforme a los principios de la sana crítica y especialmente lo relativo a la naturaleza del objeto percibido, el estado de sanidad del sentido o sentidos por los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se percibió, la personalidad del declarante, la forma como declaró y las singularidades que deben observarse en el testimonio (art. 404 C.P.P.), y es a ello a lo que se ha concentrado esta Corporación.
Precisamente en esa dirección, analicemos los otros argumentos esgrimidos por la defensa en contra del testigo LÓPEZ GONZÁLEZ: 
El hecho de haber consumido estupefacientes durante el desarrollo de su labor como agente encubierto, no es un aspecto que le haya impedido percibir con claridad lo que sucedía en los lugares en los que se llevó a cabo esa misión, máxime que estaba acostumbrado a utilizar ese tipo de sustancias, por lo que esa circunstancia no le imposibilitó realizar de manera adecuada la tarea encomendada y entregar los elementos que obtuvo en cada de una de las negociaciones efectuadas.  
Precisamente por estar inmerso en el mundo de la droga fue escogido para desempeñarse como agente encubierto, ya que era el indicado para obtener información valiosa e ingresar a cada uno de los inmuebles utilizados para la realización de las actividades ilícitas investigadas, en donde casi que obligatoriamente debía consumir parte de los alucinógenos adquiridos para no levantar sospechas y ser descubierto, y así se lo habían indicado los investigadores del CTI. El mismo testigo indicó que las cantidades ingeridas no lo afectaron a tal punto que no pudiera percibir lo que ocurría a su alrededor y eso lo demuestra la claridad de su relato.
El reparo que hacen los recurrentes frente a lo mencionado por el testigo en relación con la droga que pidió a nombre de MARÍA AMANDA GÓMEZ en casa de SERGIO GONZÁLEZ LAITON quien les proveía a ellos la sustancia ilícita, tampoco es un argumento que permita restarle credibilidad a su declaración, ya que contrario a lo sostenido por la defensa, éste desde un principio puso de presente esa situación, y fueron los mismos investigadores los que le suministraron el dinero para cubrir esa obligación, así como para realizar las demás transacciones. Por lo demás, no se observa que GONZÁLEZ LÓPEZ haya incurrido en contradicciones protuberantes, como quiere hacerlo ver la defensa. 
De conformidad con lo anterior, queda claro que carecen de fundamento las críticas hechas por los impugnantes frente a las manifestaciones de este testigo, y por ello hay lugar a valorar el contenido de su declaración, lo cual se hará a continuación.
En ese sentido se tiene que LÓPEZ GONZÁLEZ fue muy claro en los señalamientos frente a cada uno de los aquí judicializados, describió con detalle las actividades ilícitas que éstos realizaban, toda vez que los conocía de tiempo atrás por cuanto consumía estupefacientes y éstos le suministraban y proveían ese tipo de sustancias. Adicionalmente determinó con bastante exactitud cada uno de los inmuebles utilizados para ejecutar las conductas delictivas (la casa de doña AMANDA, la de WILMAR, la casa azul, y el sitio conocido como “el fogón”), quiénes eran los encargados de expender, de administrar los puntos de distribución, y la persona que permanecía atenta a la presencia de los agentes del orden, entre otros.
Concretamente sobre los judicializados a favor de quienes se interpuso el recurso de apelación puntualizó que MARÍA AMANDA GÓMEZ DE LOAIZA vendía sustancias ilícitas en su casa de habitación, en donde también empacaba alucinógenos para enviar a la casa “del fogón”, asegura incluso que cuando realizó su misión de agente encubierto se dirigió al inmueble habitado por ella, tal como quedó en el video grabado, y allí le compró basuco, y ésta se encontraba preocupada porque observó el taxi que estaba cerca del inmueble -en el que se encontraban precisamente los investigadores del CTI que estaban apoyando la actividad-, por cuanto pensó que podía tratarse de la policía. Es eso lo que se alcanza a extractar de sus manifestaciones en la citada grabación, actitud que contrario a lo argumentado por el togado que representa sus intereses, no resulta ser la normal en el común de las personas, sino en quienes se encuentran desarrollando conductas al margen de la ley, y por ello deben permanecer alertas a la presencia de las autoridades.  
En efecto, se determinó que la sustancia que obtuvo LÓPEZ GONZÁLEZ en la transacción realizada con MARÍA AMANDA se trataba de cocaína y sus derivados, así se estableció tanto con la prueba preliminar como con la de confirmación, cuyos dictámenes fueron incorporados por intermedio de las peritos que los realizaron.
Con relación a DARNELLY LOAIZA GÓMEZ y WILLIAM LOAIZA GÓMEZ indicó que eran los encargados de administrar el inmueble denominado como “el fogón”, y en una oportunidad observó cuando la primera le pedía cuentas a uno de los vendedores.

Sobre WILMER LOAIZA GÓMEZ dijo que utilizaba también el inmueble donde habitaba para el expendio y comercialización de alucinógenos, sobre lo cual tenía pleno conocimiento debido a que vivió en la casa de éste durante aproximadamente dos meses en compañía de su señora madre, y respecto de YUDY LOAIZA GÓMEZ aseveró que el rol que desempeñaba era el de campanera, lo cual hacía desde el interior de la casa.
Lo narrado por este declarante es digno de plena credibilidad, porque como bien lo concluyó el fallador de primera instancia, sus afirmaciones son seguras y claras, su narración resulta ser bastante espontánea y sincera, en atención a que tenía un conocimiento previo y por un período bastante extenso de las labores delictivas realizadas por este grupo de personas con quienes tuvo un contacto cercano; además, no está huérfano en el plenario, se apoya en otras probanzas por medio de las cuales se revelaron datos significativos que demuestran que en verdad los aquí judicializados estaban vinculados con los punibles por los cuales fueron judicializados y finalmente condenados. Veamos:
Se cuenta en primer lugar con lo narrado por su progenitora, CARMEN ROSA GONZÁLEZ, testimonio respecto del cual tampoco prosperó la impugnación de credibilidad hecha por la defensa, y quien de manera clara aunque no tan concreta, dio a conocer lo que sabía acerca de las labores ejecutadas por los procesados en torno a la comercialización de sustancias alucinógenas, conocimiento que era bastante amplio debido a que los visitaba desde muchos años atrás por ser consumidora de estupefacientes. 

Aseguró haberle comprado basuco a doña MARÍA AMANDA, igualmente confirmó que vivieron en “los bajos” de la casa de WILMAR, más o menos por espacio de dos meses y allí se comercializaban sustancias ilícitas. Respecto de YUDY también su declaración resulta coincidente con la de su hijo, toda vez que la señaló como campanera y a DARNELLY LOAIZA GÓMEZ y WILLIAM LOAIZA GÓMEZ como aquellos que manejaba “el fogón”. De igual forma es concordante con lo manifestado por LÓPEZ GONZÁLEZ respecto a las viviendas que eran utilizadas para traficar sustancias prohibidas.
De igual modo se cuenta con los videos que fueron grabados con la colaboración del agente encubierto en los inmuebles utilizados por los aquí judicializados para el desarrollo de esas actividades al margen de la ley, los cuales fueron exhibidos e incorporados en juicio por el investigador del CTI, JORGE MARIO DUQUE GARCÍA,  y que si bien no tienen una óptima calidad de imagen y sonido, como lo sostuvo el fallador de primer nivel, permiten avizorar que esos sitios eran utilizados para la comercialización y distribución de sustancias estupefacientes, puesto que en ellos se observan situaciones anómalas, como por ejemplo el hecho de que personas diferentes a los del núcleo familiar ingresaran a esas viviendas y se les permitiera consumir alucinógenos.
Esos medios de conocimiento sin lugar a dudas demuestran la responsabilidad atribuida a todos los coprocesados respecto de los que se interpuso el recurso, en el punible de concierto para delinquir, y con relación a MARÍA AMANDA GÓMEZ DE LOAIZA, WILMER LOAIZA GÓMEZ, DARNELLY LOAIZA GÓMEZ y WILLIAM LOAIZA GÓMEZ también en el injusto de destinación ilícita de inmuebles; adicionalmente, para el caso de MARÍA AMANDA el tipo penal de tráfico de estupefacientes por ser a la única comprometida a quien se le pudo demostrar en forma personal y directa esta actividad de expendio.
Los declarantes presentados por la defensa de YUDY, esto es, YULIANA VALENCIA BEDOYA y CAMILO MATAJIRA MORA, quienes si bien fueron concordantes en señalar que ésta se dedicaba a actividades que nada tenían que ver con los punibles endilgados, sus afirmaciones carecen de la fuerza vinculante para desvirtuar los testimonios de cargo que comprometen su responsabilidad en el delito de concierto para delinquir, porque el hecho de dedicarse a la venta de tenis y ropa en general, no significa que a su vez no pudiera concertarse con otros para las actividades al margen de la ley de las que se dio cuenta en el juicio.
El defensor de MARÍA AMANDA y WILLIAM quiso mostrar a éste último como una persona ajena a este proceder ilícito manifestando que solo era consumidor, actividad que desarrollaba en compañía de sus amigos, lo cual fue refrendado por el mismo acusado y por la señora MARÍA LILIANA OSPINA; no obstante, las manifestaciones de éstos resultan ser deleznables y poco creíbles ante la contundencia de la prueba de cargo que acaba de estudiarse, puesto que ni siquiera aparece en las grabaciones, y lo que realmente se desprende de allí es que en esos inmuebles se proveía a esas personas de estupefacientes y por ello se les permitía que realizaran el consumo en ese lugar.
El mismo togado allegó los testimonios de MARÍA LILIANA OSPINA, JAIME ALBERTO OROZCO ROJAS y MARÍA SHIRLEY CORREA, quienes no allegaron ningún dato que permita desligar a sus representados de las actividades ilícitas que les fueron enrostradas. Adicionalmente afirmó que no se demostró la pluralidad de delitos realizados por ellos a efectos de configurar el concierto para delinquir, argumento que resulta opuesto a lo que sobre el tópico ha establecido la jurisprudencia en los siguientes términos:
“[…] Estas particularidades de la conducta típica han hecho que la doctrina y la jurisprudencia definan el concierto para delinquir como un delito de sujeto activo plural, de carácter autónomo y conducta permanente, en virtud de que, (i) sólo puede ser realizada por un número plural de personas, (ii) se consuma por el sólo hecho de la pertenencia a la organización, con independencia de los delitos cometidos en desarrollo de su objetivo, y (iii) existe mientras perdure el pacto.
   

La pertenencia a la organización define la tipicidad de la conducta. Basta probar que la persona pertenece o perteneció a la agrupación criminal para que la acción delictiva pueda serle imputada, sin que importe, para estos concretos fines, si su incorporación se realizó a partir de la creación de la sociedad criminal, o desde un momento posterior, ni el rol que haya desempeñado o podido desempeñar en el cumplimiento de sus designios criminales.   

Siendo de la esencia de la ilicitud la existencia de una asociación criminal que actúa como entidad delictiva, la conducta se entiende realizada en el lugar donde ésta desarrolla su actividad criminal, o donde proyecta su accionar delictivo, pues lo que debe mirarse, en estos eventos, es la actividad de la organización como tal, como empresa delictiva, no la de sus miembros aisladamente considerados.[…]”
 (negrillas no originales)
Como acaba de verse, aquí se encuentran acreditados los requisitos para que se dé esa conducta, pues ampliamente quedó probado que los miembros de la familia LOAIZA tácitamente tenían un acuerdo en torno al tráfico de estupefacientes en el sector conocido como la “horqueta” en el municipio de Santa Rosa de Cabal, tal como se infiere de los medios de persuasión que fueron allegados, y en esa medida conformaron una organización delictiva con ese propósito que tuvo permanencia en el tiempo y en la que cada uno prestaba su aporte, pero indistintamente de la participación que cada uno de ellos tenía en los delitos que de allí se desprendieran, son responsables por ese punible en virtud a su pertenencia en el grupo y sin que para la configuración del ilícito sea necesario el que uno de los integrantes estuviere al mando de los demás. 
En virtud de lo anterior, tampoco tiene cabida el argumento planteado por el defensor de YUDY LOAIZA GÓMEZ, en cuanto a que su colaboración fue simplemente la de un cómplice, ya que el solo hecho de pertenecer a esa organización la convierte en coautora del punible, independientemente de la labor ejecutada por ella, la cual en contraposición a lo dicho por el togado que representa sus intereses resulta ser trascendental para el desenvolvimiento de la actividad delictiva a la que se dedicaban.
Ahora bien, en cuanto a lo solicitado de manera subsidiaria por el defensor de WILLIAM y MARÍA AMANDA  respecto a la redosificación de la pena para que se parta del mínimo establecido para el concierto para delinquir agravado y a partir de allí se hagan los incrementos por las demás conductas, es una petición a la que no puede acceder el Tribunal, toda vez que se observa que la tasación efectuada por el fallador de primer grado se encuentra ajustada a los parámetros legales, esto es, se establecieron correctamente los cuartos de movilidad, se escogió el que correspondía que era el primero, del cual si bien no se fijó la sanción en el límite inferior sino aproximadamente la mitad, dicho aumento fue debidamente motivado en la gravedad de la conducta y las circunstancias en las que se realizó, y por tanto debe ser respetado en virtud de la autonomía e independencia del juez por tratarse de una potestad reglada en la cual no aprecia esta Colegiatura un desfase por exceso. 

De igual forma, en lo atinente a la concesión de la prisión domiciliaria para MARÍA AMANDA, comparte la Sala lo expresado por el juez a quo, toda vez que se trata de una solicitud que en principio debe presentarse ante el juez de ejecución de penas al que corresponda vigilar el cumplimiento de la sanción, previo cumplimiento de los requisitos legales, entre los que se encuentran particularmente para el caso de que ese beneficio se pretenda obtener con ocasión de las enfermedades que padece la procesada, un dictamen de médico oficial que determine la incompatibilidad de los quebrantos de salud de la interna con la vida en reclusión, con el cual hasta el momento no se cuenta. 
En igual sentido, si la petición se invoca por razón de la edad de la acusada-más de 65 años-, tal como lo sostuvo el fallador de instancia, ese simple acontecimiento es insuficiente para declarar la procedencia del instituto en ciernes, por cuanto también debe cumplirse el factor subjetivo exigido por la norma, mismo que no se cumple en esta oportunidad por cuanto de la modalidad y la gravedad de las conductas punibles atribuidas, fácilmente se colige la necesidad de tratamiento penitenciario no tanto o no solo por la cantidad de pena impuesta, sino igualmente por tratarse de comportamientos que atentan contra diversos bienes jurídicos, entre ellos el de la salud del conglomerado social, el cual amerita la condigna sanción de manera efectiva y ejemplarizante.

Con mayor razón no puede darse un pronóstico favorable a la procedencia del sustituto, si se tiene en cuenta que para el momento en que incursionó en esta ilicitud la señora MARÍA AMANDA ya contaba con una edad avanzada, rayana con la establecida en el dispositivo que ahora se destaca para la obtención del beneficio; no obstante, tal circunstancia no influyó positivamente en ella para evitar la comisión de los punibles por los que fue condenada, los que precisamente realizaba desde el interior de su casa de habitación.
En consonancia con el análisis precedente, el Tribunal le impartirá confirmación a la determinación adoptada por la primera instancia en todo lo que fue materia de impugnación, por cuanto se encuentra acorde con el análisis del conjunto probatorio que fue válidamente incorporado a la actuación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse deberá hacerse dentro del término legal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� Tribunal Superior de Pereira, auto del 10-06-11, acta No. 0372.


� Cfr. C.S. J. Unica instancia 17089, 25 de junio de 2002. Casación 19712, septiembre 23 de 2003. Extradición 22626, junio 22 de 2005. Casación 28362, julio 15 de 2008, entre otras. 


� C.S.J., casación penal del 22-07-09, radicado 27852.
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